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    INTRODUCCIÓN



    Trabajar juntos fue la última obra de Elinor Ostrom (Poteete, Janssen y Ostrom, 2012), Premio Nobel de Economía 2009, fallecida el 12 de junio de 2012, pocas semanas después de visitar México. Realizó múltiples aportaciones a la investigación y construcción de un marco teórico de referencia para los estudios de la “acción colectiva”, los bienes comunes, el acopio y análisis de múltiples experiencias alrededor del mundo, a partir de un diálogo sugerente con muchos académicos alrededor del mundo, impulsado originalmente por Vincent Ostrom, maestro, colega y, a la postre, compañero de vida de “Lin”.


    La gestión de recursos de uso común desarrollada en el concepto de policentrismo1 en sistemas sociales, con la participación de múltiples actores que se enfrentan a dilemas en la toma decisiones autónomas e interdependientes, crean sistemas de redes dinámicas, con el Estado y los gobiernos, y forma parte de una estructura de decisiones más amplia; y obligadamente traslapa jurisdicciones y escalas de intervención territorial, y enfrenta al diseño e implementación de reglas para todos los usuarios (Ostrom, 2014; Gordillo, 2014).


    Estas aportaciones teóricas vinieron a ser un oasis para aquellos que, como yo, con muchos años dedicados al estudio y al fortalecimiento de la apropiación social de los recursos naturales en zonas rurales marginadas de México, con pueblos indígenas y comunidades locales.2 El marco de sus reflexiones y conclusiones recurrentes, pero no generalistas, vinieron a ser un remanso, al darle soporte teórico a nuestra percepción ontológica. La complejidad de los sistemas, los cambios de paradigma, la resiliencia ante las perturbaciones políticas, naturales y de presión antrópica obligaban a encontrar marcos de análisis múltiples y a distintas escalas. La obra de Ostrom ofreció un encuadre a estas interrogantes.


    La simplicidad de tres propuestas básicas de la teoría de la acción colectiva de Ostrom la convierte en una genialidad, al hacer presente lo evidente: reglas claras, confianza mutua y monitoreo. Propone una discusión necesaria, cuya tesis central se basa en la aportación colectiva de información y conocimientos, desde una perspectiva, sobre todo, interdisciplinaria, para permitir encontrar respuestas (soluciones) a los desafíos contemporáneos de la pérdida de la biodiversidad, el cambio climático y la pobreza, particularmente en zonas rurales.


    El esfuerzo de este libro es ofrecer aportaciones e incorporar diferentes enfoques y experiencias empíricas desde distintas acciones colectivas para la apropiación de recursos naturales y la biodiversidad en zonas diversas, contrastantes, en el México rural. Hay que resaltar que esta contribución se fortalece con la incorporación de la teoría de los sistemas complejos, desde la perspectiva sistémica propuesta por Rolando García (2000).3 En los sistemas sociales colectivos se demuestra que la cooperación es la mejor y más efectiva forma para ayudar a resolver problemas de “la acción humana” (ser capaces de cooperar) para la construcción de confianza y ejercer su gobernanza y la inclusión de distintos órdenes de gobierno, con especial énfasis en los gobiernos locales o comunitarios.


    El abordaje de experiencias colectivas regionales y el entendimiento de soluciones de acciones policéntricas (varios centros de acción) (Poteete et al., 2012) puede generar respuestas tan efectivas (o más) como la imposición de políticas globales no diferenciadas, incluyendo la asimilación nacional de acuerdos y tratados internacionales.


    Afortunadamente, en México han existido recursos naturales considerados un patrimonio común y aprovechados por las sociedades humanas de manera colectiva. Estos recursos han sido manejados bajo mecanismos exitosos de autorregulación (Toledo, 1980; Leff, 1998, 2002; Boege, 2008; Ostrom, 2000a). Las actividades pesqueras en aguas interiores o ribereñas, la caza, el manejo forestal y las formas comunitarias de regulación social han sido, probablemente, las más antiguas formas de apropiación colectiva, y constituyen algunos ejemplos dignos de analizarse.


    En los últimos años, quizá 20, el debate internacional sobre la sustentabilidad se ha visto acotado por un nuevo paradigma de desarrollo, alimentado por fuertes intereses económicos de países y de corporaciones multinacionales. En este contexto, el reconocimiento tácito de los servicios ambientales que presta la conservación in situ de muchos recursos de uso común (RUC),4 a saber: agua, suelo, aire, recursos maderables y no maderables, y biodiversidad en general, ha suscitados nuevos debates en torno a las lógicas de conservación y aprovechamiento de los recursos naturales (Ostrom, 2000a; Agrawal, 2001; Dietz, Ostrom y Stern, 2003; Conabio, 2008).


    Este debate conceptual e intelectual obliga a revisitar los temas ligados. Destacan interrogantes como: ¿quién debe pagar los servicios ambientales del capital natural? Esta pregunta obliga a reflexionar sobre el viejo problema de la apropiación social de los elementos naturales y sobre el papel de las comunidades rurales en el manejo y conservación de la biodiversidad en espacios territoriales predeterminados y sus recursos de uso común.


    La pregunta obligada es: si las comunidades rurales marginadas resguardan los recursos naturales, la biodiversidad, los productos y servicios ambientales contenidos, ¿debe la sociedad reconocer y compensar estos esfuerzos, valorar y revalorizar económicamente el manejo de la biodiversidad como un atributo exitoso, cuando así suceda?


    A partir de los planteamientos anteriores, el esfuerzo de este libro establece tres objetivos:


    1. Una revisión conceptual de los RUC desde la perspectiva de aquellas instituciones comunitarias que, de hecho o por derecho, mantienen el uso colectivo de los recursos naturales. Se presenta la aplicación de la teoría de la acción colectiva en el contexto mexicano, desde la visión que encabezó Ostrom del Center for the Study of Institutions, Population and Environmental Change (CIPEC) que, si bien no es la única, es una aproximación pertinente y actual para entender la necesidad de la vinculación de las políticas de desarrollo y conservación de los recursos naturales en general, así como del resguardo de la biodiversidad y del papel de las instituciones comunitarias del sector social rural nacional —poseedor de cerca de 80% de los bosques y selvas en México—, y, en particular, de la mayor parte de los bosques, selvas y zonas prioritarias para la conservación (Reyes, Gómez, Muis, Zavala, Ríos y Villalobos, 2012; Conabio, 2008).5


    2. Aplicar la propuesta teórica de Ostrom (2000a) a una clasificación tipológica de los RUC rurales en México, tomando en cuenta otras categorías de agrupación de los sujetos rurales de Gordillo y Lichtensztejn (1994), y la aproximación ambiental de Gligo (1990), para proponer una nueva propuesta que permita reconocer la importancia de distintos niveles en la construcción de confianza en las comunidades rurales a partir de la elaboración de indicadores del uso de los recursos naturales en sus acciones colectivas.


    3. Finalmente, se propone la nueva tipología a partir de un cuestionario. Se aplicó para probar la agrupación de distintas formas comunitarias en la apropiación colectiva de los recursos naturales. Se aborda desde una perspectiva no exhaustiva, que captura la percepción del encuestador y del entrevistado. No se espera generar una muestra estadística, sino probar un modelo de indagación cualitativo que sirva para clasificar los tipos de organizaciones comunitarias que se apropian de sus recursos naturales en espacios oficiales de resguardo (distintas categorías de conservación y manejo) y en espacios para la conservación de la biodiversidad, protegidos y manejados por las propias comunidades, reconocidas o no por las instancias oficiales.


    El modelo hace énfasis en los territorios de uso comunitario y permite generar herramientas para la gestión de políticas rurales integrales y elementos de diagnóstico para la prevención y gestión de potenciales conflictos en el manejo y conservación de los recursos naturales, tanto en términos medioambientales como de desarrollo rural (Scheinfeld, 1999; González, 1997; Barret, 2003).


    En este trabajo se espera demostrar conceptualmente y con referencias empíricas que las formas de tenencia de la tierra no son las responsables directas de la conservación de los recursos naturales (ni de su deterioro). Se exponen evidencias que muestran cómo son las formas de uso y las instituciones locales, y no los regímenes de propiedad, las que imprimen la sustentabilidad al manejo de los recursos naturales. Las condiciones particulares, las formas de presión económica y política y, más específicamente, sus formas de aprovechamiento, son determinantes para la transformación de los ecosistemas.


    Hemos trabajado desde el concepto o perspectiva de la “gobernanza de la biodiversidad”. El uso y la conservación de los recursos naturales en propiedades colectivas en México en alusión directa a la capacidad real o potencial que tienen las instituciones comunitarias rurales de practicar acciones colectivas para el manejo y conservación de la diversidad biológica que usufructúan. Los principios de gobernanza adoptados por la Unión Europea: “apertura, participación, responsabilidad, eficacia y coherencia” enmarcan la concepción de este trabajo, y serán puestos a prueba en la tipología propuesta (Unión Europea, 2001).6


    La investigación está dividida en cinco apartados. El primero aborda el marco teórico y conceptual de los recursos de uso común. El segundo acota el marco teórico al contexto mexicano. El tercero aborda una propuesta tipológica desde la perspectiva de los sistemas complejos; se propone y explica la metodología, así como el cuestionario aplicado, fundamentando el método y los criterios estadísticos de asignación de valores. Se presenta también la clasificación propuesta en seis categorías de diferenciación de los tipos de organizaciones comunales rurales propuestos. El apartado cuatro se dedica a los resultados y discusión de la aplicación del cuestionario de percepción. En el apartado cinco se exponen las conclusiones y reflexiones finales. Por ultimo, se incluyen los anexos: la base de datos original de las encuestas efectuadas en la lista de chequeo, la agrupación y clasificación por tipo y la arquitectura estadística por componentes principales.


    
      


      
        1 El concepto de policentrismo (diversos centros) que aborda Elinor Ostrom fue introducido por Ostrom, Tiebout y Warren (1961). El policentrismo en la visión de Vincent Ostrom significa que ninguna estructura de decisiones tiene por sí mismo el control de las decisiones, sino que es irreductiblemente compartida por otros centros de poder públicos y privados.

      


      
        2 Se adoptó esta categoría de diferenciación, propuesta recientemente en la aprobación del Protocolo de Acceso a Recursos Genéticos y Participación Justa y Equitativa de los beneficios que derivan de su utilización, como parte del Convenio sobre la Diversidad Biológica (CBD) del Sistema de Naciones Unidas. El Protocolo de Nagoya fue acordado entre las partes el 29 de octubre de 2010, en la ciudad japonesa del mismo nombre y entró en vigor el 12 de octubre de 2014.

      


      
        3 Rolando García falleció pocos meses después de Lin Ostrom, el 15 de noviembre de 2012. No hay evidencia de que conocieran sus trabajos. El enfoque multi e interdisciplinario de la teoría de Rolando García es igualmente desarrollado por Lin Ostrom; especialmente en su última obra, en conjunto con Poteete y Jansen, publicada en español en 2012, con el título Trabajar juntos; las conclusiones son asombrosamente confluyentes; quizá su rigor científico y crítica epistemológica los llevó por los mismos senderos.

      


      
        4 El concepto de recursos de uso común RUC (Ostrom 2000a) se ha generalizado para referise al gobierno de los bienes comunes (commons), bienes de acceso público o privado, entre los que se encuentran los servicios públicos, los bienes públicos: el aire, el agua, el paisaje, el internet, por mencionar algunos, así como los de nueva generación, referidos a los bienes y servicios producto de la mitigación y adaptación al cambio climático global. La presente obra se referirá, en todo momento, a los bienes de uso comunitario por la acción de instituciones campesinas de acción colectiva, sin importar la condición de su propiedad agraria.

      


      
        5 Innumerables autores hablan genéricamente de entre 70% y 80% de bosques y selvas en posesión social; unos a otros se citan sin datos básicos sólidos. El primer estudio serio fue terminado a finales de 2012, en una colaboración entre el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA), el Registro Agrario Nacional (RAN) y la Secretaría de la Reforma Agraria (SRA) (Reyes, Gómez, Muis, Zavala, Ríos y Villalobos, 2012; Conabio, 2008).

      


      
        6 Para efectos de este trabajo se distingue gobernanza de gobernabilidad. El primero se refiere al proceso de interrelación entre los actores, gobierno, sociedad, empresa, mientras que el segundo se refiere a la capacidad de un sistema sociopolítico para gobernarse a sí mismo en el marco de otros sistemas confluyentes (Jaramillo, Orjuela y Acosta, 2011).

      

    

  


  
    1. MARCO TEÓRICO Y CONCEPTUAL DE REFERENCIA DE LOS RECURSOS DE USO COMÚN



    LOS RECURSOS DE USO COMÚN (RUC) Y LA ACCIÓN COLECTIVA



    La publicación del trabajo de Garrett Hardin en la revista Science (1968) “La tragedia de los comunes” vino a marcar un parteaguas en el debate sobre la idoneidad de los tipos de propiedad, el papel del Estado y de los individuos en el manejo, el gobierno7 y la conservación de los recursos naturales. Las tesis de Hardin apuntan también a los dilemas que los actores sociales enfrentan al participar en acciones colectivas de gestión de recursos naturales de interés común. El planteamiento central propone que las búsquedas de ganancias individuales maximizadas implican competencia con otros individuos que pretenden igualmente incrementar el aprovechamiento de un bien común, deteriorando así los recursos de interés colectivo, sean éstos pastizales, acuíferos, bosques, pesquerías u otros. La tragedia estriba en que, al buscar el mayor beneficio propio con la misma aspiración libre de aprovechamiento de un bien colectivo, se genera la ruina del productor y de todos (Townsend y Wilson, 1987; Serageldin y Grootaert, 1999; Ostrom, 2000a; Agrawal, 2001; Dietz, Ostrom y Stern, 2003; Merino, 2014).


    El manejo de los recursos naturales, propuesto por Ostrom como “Gobierno de los Bienes Comunes” (Ostrom, 2000a), se ha convertido en un nuevo paradigma en el actual pensamiento ambiental y sociológico contemporáneo (Rudel, 2011). En el centro del debate se plantea la interrogante de si los recursos apropiados colectivamente están inevitablemente condenados a la sobreexplotación o si existen vías de construcción social que permitan otros desenlaces. Si en tanto son bienes comunes —son de todos y de nadie—, o si los usuarios/dueños colectivos son capaces de construir e implementar conjuntamente perspectivas de largo plazo en el uso de los bienes (McCay y Acheson, 1987; Townsend y Wilson, 1987; Ostrom, 2000a; Agrawal, 2001; Dietz et al., 2003; Seabright, 1993).


    La crítica de Ostrom a Hardin no descarta la realidad de la “tragedia de los bienes comunes” sino su pretensión de universalidad; la autora señala que Hardin pretende avanzar en la construcción de una teoría de la acción humana en torno al manejo de los recursos colectivos (en un inicio fundamentalmente recursos naturales) con una base empírica endeble8 (Ostrom, Janssen y Anderies, 2007; Seabright, 1993; Ostrom, 1990; Dietz et al., 2003).


    Esta argumentación probablemente está basada en sistemas productivos de exclusión, como los pastizales de Escocia o la pesca ribereña y de alta mar en Europa (Seabright, 1993), mas no se tiene un conocimiento preciso de numerosas experiencias de manejo colectivo en la propia Inglaterra y en distintas latitudes entre bosques, pesquerías, obras de irrigación, en Europa, Asia, África y América Latina (McCay y Acheson, 1987; Townsend y Wilson, 1987; Agrawal, 2001; Dietz et al., 2003).


    Las investigaciones de la Asociación Internacional de Estudio de la Propiedad Común (IASC) han documentado y sistematizado literalmente miles de experiencias de instituciones colectivas alrededor del mundo, muchas de ellas de larga duración (cientos de años).


    Como señala Ostrom (2014), la experiencia de acción colectiva basada en el prejuicio de “la ineficiencia de las instituciones comunitarias” tiende a proponerse como principio de política pública en las interacciones del Estado y las instituciones comunitarias de acción colectiva. Cuando las políticas se definen en función de unidades pequeñas, los procesos de monitoreo y aprendizaje aparecen más nítidamente. Por el contrario, cuando las propuestas se generalizan en políticas públicas de alcance regional o nacional, los esfuerzos caen en tierra infértil, o bien inciden negativamente en la estructura y dinámica de las propias instituciones comunitarias. Ostrom (2000a) destaca la necesidad de considerar mecanismos para medir los costos de información y transacción en los RUC, en función de distintas escalas de aproximación a los mismos. La identificación de las variables que afectan las decisiones en torno al uso de recursos colectivos, derivadas de intervenciones externas, no es una tarea sencilla. Por ello bien vale identificar esfuerzos metodológicos para diferenciar y agrupar sus características primordiales, tarea que se propone en este trabajo.


    Podría aparecer reiterativo intentar diferenciar los bienes públicos de los de libre acceso; sin embargo, en la construcción de políticas públicas, el capital social —como mecanismo regulador del acceso a los RUC— debe partir del reconocimiento de las capacidades y limitaciones de la acción humana. En este sentido, los RUC pueden ser vistos como mecanismos de inclusión en un sistema de gobernanza que, en principio, es sumatorio de esfuerzos colectivos; sin embargo, para establecer claramente sus potencialidades, el recurso tiene que verse como un acervo de capital natural y el manejo como flujo en el uso del mismo (Conabio, 2008). En otras palabras, en términos económicos el capital natural es el ahorro acumulado y el uso y manejo son los intereses generados utilizados sin mermar el capital original.


    Los mecanismos que una comunidad establece para castigar a los gorrones consisten muchas veces en trabajos obligatorios o en la imposición de cargos que no sólo arraigan al individuo, sino que se convierten también en maneras de hacer cumplir las reglas.9


    En los arreglos de la acción colectiva es común que el papel de las instituciones externas contamine los mecanismos de decisión interna e intervenga modificando reglas y acuerdos locales, especialmente si se impone mediante programas y reglas que obedecen a políticas gubernamentales usualmente ajenas a las condiciones del entorno y al conocimiento previo de las comunidades (Warman, 1972).


    Los beneficiarios colectivos evaluarán la modificación de las reglas, y la dinámica para transformarlas tendrá que tomar en cuenta: el número de apropiadores, el tamaño del sistema de recursos —y si éstos son compartidos con otras comunidades—, la variabilidad temporal y espacial del recurso, su sostenibilidad ambiental (presión de la actividad económica y demográfica), las condiciones del entorno —en particular las del mercado—, los conflictos potenciales, la información histórica, los grados de seguridad jurídica, las reglas persistentes y las propuestas de modificación. Los cambios en las formas de apropiación de recursos naturales en instituciones comunitarias difícilmente tienen lugar cuando se trata de reglas de larga duración (Chayanov, 1985; Alavi, 1976).


    EL CAPITAL SOCIAL, EL CAPITAL HUMANO Y EL CAPITAL NATURAL: SU VALORACIÓN Y PERTINENCIA EN LAS INSTITUCIONES DE ACCIÓN COLECTIVA



    Capital social


    El principal valor del uso y gestión colectiva de recursos compartidos es su aportación a la construcción del capital social que tiene lugar a partir de la aplicación de reglas comunitarias, la suma de confianzas solidarias y el fortalecimiento de la capacidad de protección del grupo ante las perturbaciones externas (ver Bowles, 1999; Pretty, 2003; Pretty y Smith, 2004) y la acumulación de saberes en torno a la apropiación del territorio. El capital social se basa en el entendimiento y respeto compartido por las normas y en el deseo de invertir esfuerzos comunitarios al interior de la colectividad (Coleman, 1988). Tiene distintas estructuras basadas en relaciones internas de los grupos, desde las unidades económicas campesinas hasta las redes de relaciones entre los usuarios de distintos RUC. Proteger un sistema de producción con la exclusión de apropiadores que no respetan las reglas es, en sí, no sólo proteger el capital social sino también un mecanismo eficaz para evitar a los gorrones (Bartra, 1990; Bowles, 1999; Ostrom, 2000a).


    El capital social tiene varias acepciones en las ciencias sociales (ver por ejemplo, Burt, 1997; Dasgupta, 1999; Dasgupta y Serageldin, 1999; Serageldin y Grootaert, 1999; Sobel, 2002; Rothstein, 2005).10 Dos definiciones básicas son la de Coleman (1988) y la de Putnam et al. (1993). La primera indica que el capital social hace referencia a una variedad de entidades colectivas que conforman una estructura social facilitadora de las acciones de los diferentes actores (personas o corporaciones) pertenecientes a ella. Según Coleman, las relaciones basadas en fiabilidad (es decir, en obligaciones y expectativas), información, normas y sanciones efectivas constituyen un capital para los individuos que participan de éstas. Un grupo con capital social puede entonces promover y suprimir cierto tipo de acciones dentro de las entidades sociales, lo cual hace posible mayor rendimiento en la producción de un bien o servicio, comparado con el que obtiene un grupo sin este capital. En sintonía con el argumento de Coleman, las estructuras sociales determinan el tipo de capital social: las estructuras sociales especialmente significativas se caracterizan por el impulso a las redes sociales y por la apropiación de la organización social. La primera es necesaria para la existencia de normas efectivas y de la fiabilidad dentro de las organizaciones.


    Para Putnam et al. (1993), el capital social se conforma por un conjunto de asociaciones horizontales, formadas por personas que tienen un efecto en la productividad de la comunidad. Estas asociaciones abarcan redes cívicas participativas y normas sociales. Dos supuestos subyacen a este concepto: las redes y normas están asociadas empíricamente y tienen consecuencias económicas. En esta definición, la característica clave del capital social es que facilita la coordinación y cooperación entre los participantes de las asociaciones (Serageldin y Grootaert, 1999).


    Ostrom (1999), por su parte, indica que el capital social es el conocimiento, el entendimiento, la expectativa, la normatividad y el conjunto mutuo de reglas sobre patrones de interacción, que grupos de individuos traen a una actividad recurrente. En este caso, el capital social permite a los participantes alcanzar mayor productividad en su actividad ya que, por ejemplo, la encamina a un curso de acción conjunta.


    De acuerdo con Serageldin y Grootaert (1999), estos conceptos de capital social tienen en común que las relaciones sociales son afectadas por los resultados económicos. Además, se centran en que las organizaciones formales e informales pueden mejorar la eficiencia de las actividades económicas. Finalmente, estos conceptos advierten que el papel del gobierno de las instituciones comunitarias es importante para promover el capital social debido a que los esfuerzos colectivos en una buena administración son sumatorios para el conjunto de actores involucrados.


    En todas estas definiciones, la confianza y la cooperación son dos activos sociales clave en el concepto de capital social (Coleman, 1988; Putnam et al., 1993; Serageldin y Grootaert, 1999; Sobel, 2002; Grootaert y Bastelear, 2002; Pretty, 2003) y que dependen en gran medida del diseño institucional (ver, por ejemplo, Ostrom, Gardner y Walker, 1994; Dasgupta, 1998, 1999; Krishna, 1999, 2002). Ostrom (1990, 1999) describe cómo algunas comunidades superan los problemas de acción colectiva a través de reglas o instituciones que son entendidas y cumplidas por los agricultores que componen estas comunidades. En este sentido, para la autora anterior, el capital social es un factor clave para el desarrollo económico, como lo son tanto el capital físico como el capital humano, ambos en diferentes escalas.


    En relación con el último punto inmediato superior vale la pena una reflexión. A principios del siglo pasado, los trabajos del agrónomo ruso Vladimir Chayanov (1981, 1985) sobre el estudio de la lógica de la economía campesina arrojaron evidencias empíricas fundamentales para entender las formas de apropiación de pequeñas colectividades. En su libro La organización de la lógica de la economía campesina demuestra que los mecanismos cooperativos al interior de la unidad familiar extensa generan mayor certidumbre en la supervivencia que los propios de las unidades familiares nucleares, es decir, existe una lógica antropocéntrica que reconoce las virtudes “de la familia por conveniencia”, que considera la suma de esfuerzos y recursos y, sobre todo, la confianza filial, que puede ser obtenida sólo de las relaciones de parentesco. Son estos valores los que actúan en los intereses comunes o de grupo y logran, a su vez, evitar la exclusión de algunos de sus miembros, afianzados más cuando la unidad familiar se encuentra en riesgo de supervivencia.
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